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Auto No: AS-022 
Procedimiento: Acción de Cumplimiento 
Demandante:  Luis Fernando Monsalve Cataño  
Demandada:  Municipio de Barbosa 
Radicado:    05308 31 03 001 2021 00238 01 
Asunto:  Admite apelación. 

 

 

TRIBUNAL SU PERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL 

 
Medellín, Quince (15) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 

                         Previo acometer el estudio de admisibilidad del recurso de 

apelación interpuesto por el accionante, se abordó el estudio de la 

competencia para asumir conocimiento de la presente acción de 

cumplimiento, en tanto, existen diversas posiciones doctrinales y legales que 

determinaban que la competencia para conocer de acción de cumplimiento 

corresponde a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa; no obstante, en 

pronunciamiento reciente, la Corte Constitucional en auto 951 del 10 de 

noviembre del 2021, resolvió un conflicto de competencia en el que 

precisamente la Corte adoptó una postura en relación con dicha competencia 

hacia la jurisdicción civil, pero únicamente en relación con el incumplimiento 

de los deberes de los funcionarios administrativos frente a los particulares, 

respecto a la aplicación del Plan de Ordenamiento Territorial y usos del suelo, 

adjudicando dicha competencia a la especialidad civil, para lo cual señaló : 

 

                            41. De esa forma, como fue advertido en las consideraciones de esta 
providencia, la ley que regula el trámite de la acción de cumplimiento le atribuye la 
competencia para conocer de estos recursos judiciales a los jueces administrativos sin 
especificar la materia. En contraste, cuando se pretende el cumplimiento de un deber emanado 
de una ley o acto administrativo relacionado con los usos del suelo de los planes de 
ordenamiento territorial, la ley especial establece que son los jueces civiles del circuito quienes 
deben conocer de estas acciones. 
  
                          42. Por otra parte, es preciso advertir que el criterio subjetivo que trae 
presuntamente la Ley 1437 de 2011, como norma posterior, según el cual si se exige a una 
autoridad pública el cumplimiento de un deber legal a través de una acción de cumplimiento, 
le corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa, no es un argumento sólido para 
determinar la competencia jurisdiccional.  Esta interpretación, sostenida por la posición 
vigente de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, omite 
que la misma Ley 388 de 1997 establece en su artículo 116 que «La acción de cumplimiento 
se dirigirá contra la autoridad administrativa que presuntamente no esté aplicando la ley o 
el acto administrativo». Es decir, la misma ley especial consagra que la acción de 
cumplimiento se dirige contra una autoridad administrativa, por lo que el criterio subjetivo, 
extraído de la Ley 1437, no es suficiente para definir la competencia jurisdiccional. 



Magistrado Julián Valencia Castaño                                                                                                                                    

                                                                                                                                                                            

                                                                                       

“Al servicio de la justicia y la paz social” 

 

 

2  

  
 

                           43. De manera que, en el caso concreto se trata de una acción de 
cumplimiento cuya pretensión se concentra en el cumplimiento de obligaciones de las leyes 9 
de 1989 y 388 de 1997, referentes a los usos del suelo y los planes de ordenamiento territorial, 
se dirige contra entidades públicas y, en consecuencia, con fundamento en lo establecido en 
el artículo 116 de la Ley 388 de 1997, la jurisdicción ordinaria civil es la competente para 
conocer y resolver el asunto bajo estudio. 
  
                             44. Regla de decisión. La jurisdicción civil será la competente para 
conocer de las acciones de cumplimiento cuando estas son dirigidas contra una entidad de 
naturaleza pública o particulares en ejercicio de su función administrativa, cuando se 
pretenda el cumplimiento de deberes establecidos en la Ley 9ª de 1989 y la Ley 3ª de 1991, 
relacionadas con los planes de ordenamiento territorial y usos del suelo. Ello en virtud del 
artículo 116 de la Ley 388 de 1997 y el principio de especialidad. 

 

                            Así las cosas, si bien las partes no impugnaron la decisión 

en tono a la falta de competencia y/o jurisdicción, lo cierto es que en virtud de 

lo previsto en el artículo 137 del C.G.P, resultaba necesario auscultar 

nuevamente la competencia de la especialidad civil para asumir el 

conocimiento en la presente acción de cumplimiento, pues, como se decantó, 

la jurisprudencia del máximo órgano constitucional que fija las reglas de la 

competencia ha sido objeto de modificación, pues sólo hasta la citada 

providencia estableció una regla de decisión.  

 

                            Bien, precisado lo anterior y de conformidad con lo previsto 

en el artículo 323 del C. G. del P. y, con lo instituido en el artículo 325 ibíd en 

armonía con el numeral 7 del artículo 116 de la Ley 388 de 1997, se ADMITE 

en el efecto SUSPENSIVO el recurso de apelación interpuesto por el 

accionante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil con 

Conocimiento de Procesos Laborales del Circuito Judicial de Girardota -

Antioquia-, el día 29 de noviembre de 2021, dentro del proceso de la 

referencia.  

 

                            Igualmente, de conformidad con lo previsto en el artículo 14 

del Decreto legislativo 806 del 2020, las parte(s) apelante(s), dentro de los 

cinco (5) días siguientes a la ejecutoria de este auto, deberá presentar la 

sustentación del recurso de apelación, misma que versará sobre los reparos 

concretos que blandió en primera instancia. Vencido dicho término, de la 

sustentación presentada -si a ello hubiera lugar- se corre traslado por el 

término de cinco (5) días a la parte contraria. Las Alegaciones respectivas, se 

enviarán al correo electrónico institucional de la Secretaría de la Sala Civil del 
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Tribunal Superior de Medellín 

secivmed@cendoj.ramajudicial.gov.co so pena de declararse desierto el 

recurso de apelación, si a ello hubiere lugar. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

 

 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado   
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